Radicado: 6600 16 000036 2012 05889 03
Procesada: Vanessa Nieto Marulanda 
Delito: Lesiones Personales Culposas 
Asunto: Revoca sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia – 2ª Instancia – 17 de mayo de 2018

Proceso:


Penal – Absuelve – Revoca y condena
Radicación Nro.:
  
6600 16 000036 2012 05889 03
Procesado:   

Vanessa Nieto Marulanda
Delito:


Lesiones Personales Culposas
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

TEMA:


LESIONES PERSONALES CULPOSAS / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / IMPRUDENCIA / RELACIÓN CAUSAL / ABSUELVE / PRINCIPIO DE CONFIANZA / REVOCA Y CONDENA Debe decirse que esa consideración se deduce del mismo testimonio de la acusada, quien reconoció que tenía que hacer el “pare” antes de ingresar a la vía principal que conduce del barrio Poblado II al barrio Villa del Prado , y que en ese sitio debía hacer un giro lo que exigía mucha precaución, máxime si era una doble vía, lo cual no hizo la señora Nieto quien penetró a la calzada una vez que el conductor de la camioneta le dio vía, sin mirar que vehículos transitaban detrás de ese automotor, momento en que se produjo la colisión con la moto que conducía el señor López, cuya versión se considera digna de crédito, ya que no se advierte ningún interés de su parte en alterar la verdad de lo sucedido, lo cual si sucede con la señora Nieto, quien finalmente pretendió justificar su comportamiento contrario a las normas de tránsito, aduciendo que existió culpa exclusiva de la víctima, ya que el señor López trató de sobrepasar la camioneta que le había dado paso a ella para que ingresara a la doble calzada.
(…)
Lo expuesto anteriormente, lleva a concluir que la acusada incurrió en una conducta antinormativa al vulnerar diversas disposiciones del CNT como los artículos 55, 60, parágrafo 2º, 61 y 66 de ese estatuto, al haber ingresado a la vía principal por donde transitaba el motociclista, sin tomar las debidas precauciones, lo que tuvo injerencia directa en el lesionamiento del señor López, quien estaba amparado por el principio de confianza, de acuerdo al cual quien cumple sus deberes en el tráfico automotriz igualmente espera que los demás se comporten de la misma manera, lo que no sucedió en el caso sub examen, en razón de la conducta imprudente de la señora Nieto, que tuvo injerencia directa en el resultado producido, lo cual lleva a descartar la hipótesis de un caso fortuito aducida por el juez de primer grado, o que se hubiera presentado algún evento de concurrencia de culpas, ya que la versión de la procesada según la cual el accidente se produjo porque el conductor de la moto trató de sobrepasar la camioneta que la dio paso a ella, no tiene ningún respaldo probatorio y por el contrario lo que se advierte es que la acusada no observó el deber de cuidado que le era exigible e incrementó el riesgo permitido al realizar el cruce hacia la vía principal por donde transitaba la víctima, quien tenía prelación en el tránsito, con lo cual realizó un acto contrario a sus deberes en ejercicio de una actividad riesgosa como la conducción de automotores, lo que fue determinante para el resultado que se produjo, lo cual permite subsumir su conducta en el tipo de lesiones personales en modalidad culposa.
(…)
En ese orden de ideas, se concluye que si la señora Nieto hubiera observado la debida diligencia al hacer la referida maniobra de cruce de la vía, verificando previamente que no hubiera otros vehículos en la calzada principal, no se habría presentado la colisión con la motocicleta y por ende su comportamiento imprudente se tradujo en un incremento del nivel de riesgo permitido que tuvo injerencia en el resultado producido; situación que es la que finalmente determina la existencia de una relación causal entre la conducta de la acusada y las lesiones que sufrió la víctima, sin que se observe ningún aporte causal del afectado al hecho ya que este venía transitando por su carril y a una velocidad normal pues la camioneta mencionada marchaba delante de él, fuera de que no se comprobó que hubiera hecho alguna maniobra de adelantamiento de ese automotor, como lo sugirió la procesada seguramente con el ánimo de evadir o aminorar su responsabilidad por el accidente, cuando lo real es que en este caso el señor López, estaba amparado por el principio de confianza al cual se hizo referencia anteriormente, que ha sido examinado en la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ, decisión del  27 de octubre de 2004, radicado 20926

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 432 del diecisiete (17) de mayo de dos mil dieciocho (2018)
Pereira, dieciocho (18) de mayo de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 9:37 a.m. 
	Radicación
	66000 16 000036 2012 05889 03

	Procesados
	Vanessa Nieto Marulanda

	Delito
	Lesiones Personales Culposas

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira Risaralda 

	Asunto 
	Resolver el recurso de apelación contra la sentencia absolutoria emitida por el juzgado de conocimiento.


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el delegado de la FGN, contra de la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira del 30 de enero de 2018, mediante la cual se absolvió a la señora Vanessa Nieto Marulanda, por el delito  de Lesiones Personales Culposas.
2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico que obra en el escrito de acusación es el siguiente: 
“Mediante denuncia penal de fecha 25 de octubre 2012, el señor JOSÉ ROGELIO LÓPEZ GUEVARA, puso en conocimiento que el día 17 de septiembre de 2012 siendo aproximadamente las 19:30 horas cuando se movilizaba en su motocicleta de placa SOS-63C en el barrio Villa del Prado frente a la manzana 43 fue colisionado por el vehículo de placa PFJ-747 conducido por la señora VANESSA NIETO MARULANDA, por cuanto omitió la señal de PARE existente en el lugar, como consecuencia de lo anterior el señor JOSÉ ROGELIO LÓPEZ GUEVARA, sufrió varias lesiones que le generaron una incapacidad médico legal definitiva de NOVENTA Y CINCO (95) DÍAS CON SECUÉLAS MÉDICO LEGALES: DEFORMIDAD FÍSICA QUE AFECTA EL CUERPO DE CARÁCTER PERMANENTE, DADA LA OSTENSIBILIDAD DE LA COJERA Y DE LA CICATRIZ EN RODILLA; PERTURBACIÓN FUNCIONAL DEL ÓRGANO DE LA MARCHA, DE CARÁCTER PERMANENTE, DADA LA COJERA ANTALGICA”.( Folio 2 ) 
2.2 Las audiencias preliminares en las que la señora Vanessa Nieto Marulanda no aceptó cargos dentro de los hechos investigados, se adelantaron ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, el día 12 de junio de 2015 (folio 7). 
2.3 El Juzgado Segundo Penal Municipal de conocimiento de Pereira asumió el conocimiento de la causa. La audiencia de acusación dentro de la presente causa se tramitó el 19 de abril de 2016 (folios 13 y 14). La audiencia preparatoria se realizó el 10 de noviembre de 2016 (folio 19-20). El juicio oral se desarrolló en sesiones del 17 de octubre de 2017 (folios 38-39), 14 de noviembre de 2017 (folio 41), el 21 de diciembre de 2017 (folio 44), el 16 de enero de 2018 (folios 51-52) y el 19 de enero de 2018 (folio 54). La sentencia de carácter absolutorio fue proferida el 30 de enero 2018 (folio 55-61). 

2.4 El delegado de la  FGN interpuso recurso de apelación en contra de dicho fallo. 

3. IDENTIFICACIÓN DE LA PROCESADA
Se trata de Vanessa Nieto Marulanda, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.088.287.873 expedida en Pereira Risaralda, nació el 31 de enero de 1991 en Pereira Risaralda, es hija de Oscar Fernando y María de Pilar, de ocupación estudiante.
4. SOBRE LA SENTENCIA OBJETO DEL RECURSO
4.1 Los fundamentos del fallo recurrido se pueden sintetizar así:
4.2 Se demostró la existencia de la conducta denunciada, ya que se acreditó que el señor José Rogelio López Guevara sufrió lesiones que le produjeron incapacidad de (95) días y como secuelas médico legales: deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente, dada la ostensibilidad de la cojera y de la cicatriz en rodilla, perturbación funcional del órgano de la marcha de carácter permanente, dada la cojera antalgica.

4.3 En lo que atañe a la responsabilidad de la acusada, el A quo hizo las siguientes consideraciones:

· No era posible pronunciarse sobre los efectos de una sentencia absolutoria de carácter civil que presuntamente se profirió en favor de la acusada, ya que ese documento no fue ingresado al juicio por la defensa. 

· Los testigos presenciales del hecho, fueron la acusada, la persona que la acompañaba y la víctima. La declaración del padre de la acusada no se tendrá en cuenta pues no fue testigo presencial del accidente y los hechos que refirió poco aportan respecto de lo que se pretende lograr en términos de responsabilidad penal.

· Las labores desplegadas por María Victoria Rendón, quien realizó reconstrucción de los hechos, se basaron en las versiones del acusado y la víctima y solo representan lo que estos expusieron con el ánimo de defender sus intereses.
· La reproducción más fidedigna, sobre cómo ocurrieron los hechos recaería exclusivamente sobre el informe de tránsito y el croquis realizado por el respectivo agente y la fijación fotográfica de rigor. En el sub júdice no sólo son inexistentes dichos elementos (que no constituyen una tarifa legal para demostrar el hecho) sino que la versión del agente Rivera Muñoz es vaga, incompleta y poco fundamentada.

· El citado funcionario manifestó que en este caso la acusada era la responsable del accidente, sustentado en la hipótesis que no había respetado la señal de “pare” que había en el sector, ya que de haberlo hecho el accidente no se habría producido.

· Si bien es cierto que el artículo 66 del CNT dispone que: “GIROS EN CRUCE DE INTERSECCIÓN. El conductor que transite por una vía sin prelación deberá detener completamente su vehículo al llegar a un cruce y donde no haya semáforo tomara las precauciones debidas e iniciará la marcha cuando le corresponda”, el agente Rivera no explicó ni sustentó sus aseveraciones, ni suministró información suficiente obtenida de la apreciación que tuvo del lugar de los hechos para exponer esa hipótesis, máxime si no fue testigo presencial de los hechos, ya que su declaración se centró en que pudo identificar a ambos vehículos y sus conductores en el lugar del suceso y a referirse al presunto acuerdo al que pudieron llegar la víctima y la acusada que conllevó a que rubricarán un acta de no intervención. 
· Al ser interrogado sobre la información que recogió en el sitio de los hechos, el funcionario de tránsito solamente hizo alusión al bosquejo de la vía, sin entrar en más detalles y únicamente enfatizó que la víctima no tenía responsabilidad alguna porque la acusada había transitado sin precaución al no hacer el pare que le correspondía, pero no entregó ningún argumento sobre esa manifestación. Además de su contrainterrogatorio, se deduce que repitió en varias ocasiones que no presenció el accidente, por lo cual no estaba en capacidad de afirmar si la acusada procedió o no de manera imprudente al cruzar la vía.

· El mismo agente dijo que el hecho ocurrió en una intersección; que la vía por la que transitaba la víctima era de doble sentido y por ello tenía la prelación y que la acusada debía respetar la señal de pare, insistiendo en que la motocicleta transitaba por una sola calzada de dos carriles, uno de ellos con línea amarilla continua, y al referirse al lugar por donde venía la acusada manifestó que era una vía donde estaba la señal de “pare” sin especificar la calzada ni los carriles o la existencia de más señales. Igualmente añadió que su hipótesis sobre el accidente se basaba en la posición final de los vehículos y sus trayectorias.

· Sin embargo esa posición final, y los trayectos no fueron mencionados ni descritos, ni tampoco se estableció cuál fue el punto de impacto, ni las distancias existentes entre los vehículos frente a las aceras u otros vehículos que pudieran encontrarse allí al momento de los hechos, ni en qué lugar de la vía se encontraban. No se tomaron puntos de referencia ni medidas y pese a que no se elaboró un informe, se trataba de situaciones que pudieron ser advertidas por el funcionario de tránsito, con base en lo que presenció en el lugar de los hechos, por tratarse de una actividad que desempeñaba habitualmente. 
· El testigo Rivera afirmo que llegó a codificarse la hipótesis “por la señal de pare”, sin que le constara si la víctima detuvo o no la marcha de su moto, agregando que se basó “en lo que se observó en el sitio de los hechos, las características de la vía y la señalización existente para ese entonces”`, sin hacer un mayor descripción, fuera de que no le constaba si la acusada había realizado el “pare” a que estaba obligada, por lo cual su declaración arrojaba pocas luces sobre lo sucedido.
· La acusada y la víctima, concuerdan en circunstancias como el lugar y la existencia del accidente y la presencia de una camioneta blanca que obstaculizaba la visibilidad para ambos vehículos, razón por la cual no pudieron verse el uno al otro sino al momento del accidente. Sin embargo, ambos pretenden agregar circunstancias que favorezcan sus respectivos intereses en el juicio, que carecen de prueba.

· La manifestación de la acusada en el sentido de que antes del accidente una camioneta le “subió y bajó las luces” es por completo incoherente, pues esto indicaría que ese automotor se detuvo para que el vehículo conducido por Vanessa Nieto continuara su marcha y si se tiene en cuenta que dijo que la moto iba detrás de dicha camioneta, la única forma en que pudo colisionar es que el velomotor hubiera sobrepasado a la camioneta invadiendo el carril de los vehículos que venían en sentido contrario, o por su propio carril si con esa maniobra hubiera superado a la camioneta, lo cual resulta imposible de tenerse por cierta la manifestación que hizo la víctima, en el sentido de que transitaba a tres metros de la camioneta y que la misma se disponía a girar, razón por la cual este no podía adelantarla ya que de hacerlo necesariamente habría chocado con ese vehículo y no con el que conducía la acusada, situación que no se probó, ya que ni siquiera el testimonio del agente de tránsito indica el punto exacto de la colisión.

· Si la víctima en ningún momento previo al accidente vio el vehículo de la acusada, tampoco pudo saber cuánto tiempo estuvo en la vía y cuánto tiempo tuvo para realizar el pare. Si se tiene en cuenta que el lesionado aseguró que iba muy cerca a dicha camioneta pero no pretendía girar, no se sabe de la existencia de “puntos ciegos” en el sector, que impidieran a un vehículo o al otro advertir su respectiva presencia en la vía. 
· La situación anteriormente descrita, podría generar un escenario de caso fortuito. Para el efecto se debe tener en cuenta que si la acusada pudo ver a la camioneta transitar (asumiendo que no fuera cierto el hecho de que este le cediera el paso) y ésta tuvo que esperar a que realizara el giro, tuvo por fuerza que observar la moto desplazarse en línea recta frente a ella, pues al girar la camioneta le proporcionaría visibilidad total sobre los vehículos que vienen detrás. Sin embargo todas esas situaciones quedan en el terreno de las conjeturas por falta de demostración y solamente revelan el grado de incoherencia con que cada uno de los protagonistas refiere los acontecimientos y el origen del hecho de tránsito. 

· El testimonio de la señora Angélica Londoño Cárdenas, quien acompañaba a la acusada es precaria en detalles, ya que manifestó que no conocía bien ni el sector, ni la vía y que en ningún momento vio la moto antes del accidente. Tampoco fue precisa sobre el tiempo de espera para hacer el “pare”, ni sobre el vehículo que les obstruía la visión, por lo cual se entiende que su interés era el de proteger los intereses de la acusada, con quien tenía una relación de amistad.

· Al no contarse con información precisa sobre las situaciones que hubiesen podido generar una omisión al deber objetivo de cuidado por parte de la acusada, se presenta una situación de duda razonable, que debe ser resuelta en favor de la acusada aplicando el principio de presunción de inocencia. Para el efecto citó apartes de la decisión  CSJ SP del 30 de enero de 2017, 880-2017 M.P. Eugenio Fernández Carlier. En consecuencia profirió una sentencia absolutoria que fue apelada por el delegado de la FGN. 
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO.
5.1 Delegado FGN (Recurrente)
· El juez de primer grado centró su atención en el informe de tránsito y el croquis realizado por el respectivo agente y la fijación fotográfica, dándole valor de reproducción más fidedigna sobre lo ocurrido, tildando la versión del agente Rivera Muñoz Vaga de incompleta y poco fundamentada al atribuir responsabilidad a la acusada, por no hacer el respectivo “pare” a que estaba obligada, aduciendo que de haberlo hecho el accidente no se hubiera producido, lo que generó una violación del artículo 66 del CNT, sin que ese funcionario hubiera explicado el porqué de sus afirmaciones, ya que no fue testigo del accidente. 
· El juez de primer nivel tampoco le otorgó credibilidad a lo dicho por el agente Rivera sobre las características de las vías, señalando la intersección, pese a que en el juicio se demostró que el hecho ocurrió en la intersección de dos vías, una hacia la derecha por donde iba la camioneta y la otra por donde debía seguir girando la motocicleta hacia la izquierda, y que existía la señal de “pare  que tenía que acatar la señora Nieto Marulanda. 
· El A quo contrastó los dichos de la víctima con los de la acusada, aceptando en principio que coincidían en circunstancias como el lugar del hecho y la existencia de una camioneta blanca que obstaculizaba la visibilidad para ambos vehículos, resaltando que las aseveraciones de ambos no se encuentran probadas. 

· Sin embargo un análisis más profundo de lo dicho por la víctima José Rogelio López Guevara, indica que este conducía su motocicleta por el sector tantas veces aludido, que fue fijado fotográficamente por la técnico María Victoria Rendón, transitando de manera desprevenida ya que se dirigía a su residencia y sin tener la obligación de hacer un “pare “, ni un giro ni de adoptar precauciones especiales continuó su marcha detrás de la camioneta blanca, la cual giró en vista a que llevaba la vía, cuando de repente fue impactado por el vehículo conducido por la acusada, cuando la camioneta le prendió las luces y ella creyó que podía pasar, sin fijarse que detrás de la camioneta iba la moto conducida por el lesionado.

· Si se mira con detenimiento el testimonio del señor López, se advierte que coincide en buena parte con lo que dijo la acusada y la otra testigo de la defensa, salvo en lo relativo a la admisión de responsabilidad de la señora Nieto, ya que el decurso natural del hecho enseña que la víctima iba concentrada en la conducción de la motocicleta sin pensar siquiera que iba a ser atropellado en ese sitio. 

· La acusada debió cerciorarse totalmente de que al cederle la vía la camioneta, no hubiera ningún vehículo, motocicleta o transeúnte en la vía que ella iba a ocupar. Sin embargo, sin tener en cuenta esa situación cruzó con su vehículo.
· Al motociclista no le era exigible ceder la prelación de la vía en ese lugar, ya que transitaba por la vía que le correspondía, y confiaba en que los demás conductores se desplazarían por allí observando todo el cuidado en estas prácticas peligrosas, pero bajo ninguna circunstancia se le puede deducir responsabilidad por conducir de manera imprudente, ya que llevaba la primacía, no tenía que hacer ningún tipo de giros y venía por la calzada que tenía prelación en el tránsito.
· No se presentó ningún evento de caso fortuito ya que el hecho se originó por la conducción descuidada de Vanessa Nieto la que dio origen al siniestro, y no en un acontecimiento que no fuera previsible para la procesada, quien no observó el cuidado necesario en la conducción de vehículos automotores, por lo cual no se podía exigir al conductor de la motocicleta que se desplazaba por el sector observando la totalidad de las seguridades y por su propia vía que condujera a la defensiva, porque si no lo hacía entonces esto se convertiría en un caso fortuito para exonerar de responsabilidad a un conductor negligente, imprudente o descuidado. 
· La testigo Angélica Londoño Cárdenas dijo que en ningún momento había visto la motocicleta, así como tampoco la vio la acusada, por lo cual no se puede otorgar valor a sus testimonios donde trataron de involucrar al lesionado para señalarlo como el único responsable del accidente, aduciendo que el hecho se presentó por su culpa exclusiva.

· Si se tiene en cuenta el pronunciamiento del A quo en el sentido de que no se recibió ningún testimonio de un tercero que pudiera dar cuenta de una actuación temeraria de la víctima de la cual se derivara su culpa exclusiva, debe entenderse que el señor López actuó conforme al ordenamiento que regula el tránsito automotor. 

· El juez de primer grado se centró en que la acusada tuvo que hacer un pare en la vía pero lo que se debate es que ella la cruzó sin percatarse de la presencia de otros vehículos que llevaban la prelación, como era el caso de la víctima, realizando una conducta imprudente al cruzar la vía principal. A su vez “el guiño” que según la acusada le hizo la persona que manejaba la camioneta para que pasara no tiene ningún soporte, excepto el testimonio tendencioso o parcializado de la propietaria del vehículo en el que se desplazaban.
· La sentencia es contradictoria en cuanto se consideró que no se podía determinar una responsabilidad clara producto de una infracción al deber objetivo de cuidado ni tampoco la existencia de una causal excluyente de responsabilidad, atribuyendo la colisión a un probable evento de caso fortuito, lo que no puede conducir a desvirtuar el señalamiento directo que hizo la víctima sobre la forma en que conducía la procesada, por lo cual se debe revocar la sentencia recurrida.
· De haber existido concurrencia de culpa de la víctima, sobre este punto existe un precedente que analizó esta Colegiatura cuando confirmó la sentencia condenatoria en contra de David Fernando López Marín, en el radicado 582010001077, cuando consideró que a pesar de la culpa en la que incurrió la víctima, se confirmaba la sentencia condenatoria, pero se disminuía la cuantía de los perjuicios. 
5.2 Defensor (No recurrente)
· Conforme a lo señaló el juez de primer grado, su argumentación no debe ser tenida en cuenta, ya que su alegato como no recurrente fue presentado de manera extemporánea, el día 14 de febrero de 2018, un día después de vencerse el término de cinco (5) días hábiles, del que disponía para el efecto. 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Competencia
Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2. Problema jurídico a resolver
En atención al principio de la limitación de la doble instancia, se contrae a resolver lo concerniente al grado de acierto de la sentencia de primera instancia, donde se absolvió a la señora Vanesa Nieto Marulanda por la conducta de lesiones personales imprudentes de la cual fue víctima el señor Rogelio López Guevara. Se advierte que no se presentó ninguna controversia sobre las lesiones que sufrió el citado ciudadano, ya que las partes estipularon lo relativo a las conclusiones del dictamen proferido por el médico legista Hernán Villa Mejía, donde se fijó la incapacidad y las secuelas que presentó la víctima
.  
6.3 En consecuencia y con base en el principio de necesidad de prueba que se deduce de los artículos 372 y 381 del CPP, hay que hacer las siguientes consideraciones:

6.3.1 El señor José Rogelio López Guevara manifestó en lo sustancial lo siguiente: i) el 17 de septiembre de 2012, entre las 19 y 20 horas, cuando se dirigía hacia su casa en una motocicleta a la altura del barrio Villa del Prado, por la vía Poblado 2 hacia Villa Verde y mientras transitaba por el carril en el cual tenía prelación, salió el vehículo conducido por la señora Vanessa Nieto, con quien colisionó, lo que le causó lesiones de ruptura de ligamento, ruptura de tibia y lesión de los meniscos en la pierna derecha; ii) la conductora del vehículo que lo atropelló estaba obligada a hacer el “pare”, que estaba debidamente demarcado en el piso y en una señal con ángulo metálico; iii) antes de la colisión venía a unos 5 metros de distancia de una camioneta que lo precedía, que era de color blanco tipo Toyota, sin que tuviera visibilidad ya que era un vehículo alto y iv) pudo observar que el conductor de la camioneta encendió las luces estacionarias para indicar que iba a girar hacia la derecha, pero no vio que le hubiera hecho alguna señal a otro vehículo; v) al hacerse presente el guarda de tránsito llegó a un arreglo formal con la señora Vanessa Nieto quien se comprometió a sufragar los gastos originados por sus lesiones y el arreglo de su motocicleta, pese a lo cual no fue indemnizado por la citada dama; y vi) posteriormente interpuso una demanda en contra la señora Nieto, que no prosperó.

6.3.2 Hay que manifestar que lo expuesto por la víctima fue corroborado por el funcionario de Tránsito Holman Arturo Rivera Muñoz, quien en los apartes más relevantes de su testimonio expuso lo siguiente: i) llegó al sitio de los hechos como a la media hora de la colisión, donde se encontraba la señora Vanessa Nieto Marulanda, conductora del vehículo PFJ-747 y el señor José Rogelio López Guevara quien venía en su motocicleta y resultó lesionado; ii) la señora Nieto llegó a un acuerdo con el afectado; iii) le manifestó a la víctima en la clínica que procedieran a levantar el informe y este junto con la indiciada firmaron un acta de no intervención para no continuar con el informe de tránsito; iv) no allegó esos documentos a la FGN porque desconocía que Vanesa Nieto le hubiera incumplido al lesionado, o que este hubiera quedado insatisfecho con el arreglo; v) le dijo al señor López que él no tenía ninguna responsabilidad en el hecho, ya que transitaba por la vía principal, por lo cual la conductora del carro era quien estaba obligada a respetar la señal de “pare”, ya que el conductor de la motocicleta transitaba por una calzada de dos carriles, que tenía una línea amarilla continua y en la vía donde transitaba la señora Vanessa Nieto estaba la señal en mención; y vi) no constató si la acusada realizó el “pare”, puesto que no presenció el accidente y solo se guió por la posición final de los vehículos, entendiendo que el que lleva la vía es quien va por la vía principal, acorde a un código de hipótesis que indica la trayectoria de los vehículos, para lo cual se basó en lo que observó en el sitio de los hechos, las características de la vía y la señalización existente para ese momento.

6.3.3 Debe tenerse en cuenta que la acusada Vanessa Nieto Marulanda rindió declaración en el proceso, donde expuso lo siguiente sobre las circunstancias en que se produjo el evento de tránsito: i) el accidente se presentó el  07 de septiembre de 2012 aproximadamente a las 7:30 de la noche en una zona cercana a su residencia; ii) como llevaba muchos años viviendo en ese barrio, conocía las calles y las señalizaciones; iii) al salir de la calle, al frente de las canchas “Viracaná”, de Villa del Prado, que es un sector muy transitado, vio una línea grande de carros encabezada por una camioneta blanca, cuyo conductor colocó la dirección hacia el lado derecho; iv) en ese momento estaba haciendo el “pare” que había en el sector, por lo cual accionó la direccional de salida; iv) cuando el motorista que iba en la camioneta le encendió “luces altas y bajas”, creyó que podía continuar con el paso y en ese momento colisionó con la moto en que venía el señor Rogelio, a quien le manifestó su interés por llegar a un acuerdo, luego de lo cual los agentes de tránsito realizaron el croquis y el señor José Rogelio fue llevado a la clínica; v) insistió en que al salir del barrio El Dorado se iba a encaminar hacia El Poblado II para lo cual debía realizar un giro hacia a la izquierda que se debía realizar con mucha precaución, por lo cual observó la señal de “pare” que estaba en la vía, detuvo su vehículo unos 30 segundos, y procedió a realizar el giro; vi) la camioneta que iba a girar a la derecha estaba aproximadamente a unos 30 metros de su vehículo, se percató de que en el lugar habían otros vehículos, pero en ningún momento vio la motocicleta; vii) en su criterio era posible que el conductor de la moto se hubiera salido de su carril para adelantar a la camioneta, aunque no vio la motocicleta y viii) en ese sector hay un “pare con giro”, que le correspondía hacer, el cual debe realizarse con detenimiento ya que hay que estar pendiente del paso de los vehículos de norte a sur y en sentido contrario.

6.3.4 Por su parte la señora Angélica Londoño Cárdenas, quien acompañaba a la acusada al momento del accidente, se limitó a manifestar que: i) el día 07 de septiembre de 2012, iban saliendo de la casa de la señora Nieto; ii) llegaron a la intersección o donde había una señal de “pare” y transitaban muchos vehículos; iii) vio que el conductor de una camioneta encendió las luces bajas y altas, y les cedió el paso; iv) se detuvieron un tiempo prudencial, entre 30 segundos o un minuto para poder hacer el giro porque era “hora pico”; y v) su amiga Vanessa procedió a hacer el giro y de un momento a otro colisionaron con el señor de la motocicleta. 
6.4 Del anterior recuento probatorio se advierte claramente que se debe otorgar credibilidad a la versión entregada por la víctima, que fue documentada con el álbum fotográfico que fue introducido al juicio con la investigadora María Victoria Rendón Betancur,
 ya que no queda duda de que la señora Nieto realizó una maniobra antinormativa al ingresar hacia la vía principal por donde transitaba el afectado quien gozaba de la prelación en el tránsito.
6.5 Debe decirse que esa consideración se deduce del mismo testimonio de la acusada, quien reconoció que tenía que hacer el “pare” antes de ingresar a la vía principal que conduce del barrio Poblado II al barrio Villa del Prado
, y que en ese sitio debía hacer un giro lo que exigía mucha precaución, máxime si era una doble vía, lo cual no hizo la señora Nieto quien penetró a la calzada una vez que el conductor de la camioneta le dio vía, sin mirar que vehículos transitaban detrás de ese automotor, momento en que se produjo la colisión con la moto que conducía el señor López, cuya versión se considera digna de crédito, ya que no se advierte ningún interés de su parte en alterar la verdad de lo sucedido, lo cual si sucede con la señora Nieto, quien finalmente pretendió justificar su comportamiento contrario a las normas de tránsito, aduciendo que existió culpa exclusiva de la víctima, ya que el señor López trató de sobrepasar la camioneta que le había dado paso a ella para que ingresara a la doble calzada.

6.6 En ese sentido resulta diciente lo manifestado por la propia acusada, el guarda Rivera y el señor López, en el sentido de que la señora Nieto fue quien le manifestó a la víctima que estaba interesada en llegar a un acuerdo con él luego del accidente y que incluso el mismo lesionado ni siquiera trató de obtener alguna ventaja de esa oferta, ya que le dijo a la señora Nieto que como los gastos de hospitalización iban a ser cubiertos por el SOAT, la acusada solamente debía encargarse de cubrir los gastos de reparación de la motocicleta, situación que da a entender un reconocimiento implícito de la conductora del carro sobre su responsabilidad por el accidente, lo que hizo que firmaran un acta de “no intervención” para que el funcionario de tránsito no continuara con su informe, acuerdo que no fue cumplido en su integridad por la procesada como lo dijo el señor López, quien luego promovió una demanda en contra de la citada dama, que sin embargo no resultó favorable para sus intereses.

6.7 Lo expuesto anteriormente, lleva a concluir que la acusada incurrió en una conducta antinormativa al vulnerar diversas disposiciones del CNT como los artículos 55, 60, parágrafo 2º, 61 y 66 de ese estatuto, al haber ingresado a la vía principal por donde transitaba el motociclista, sin tomar las debidas precauciones, lo que tuvo injerencia directa en el lesionamiento del señor López, quien estaba amparado por el principio de confianza, de acuerdo al cual quien cumple sus deberes en el tráfico automotriz igualmente espera que los demás se comporten de la misma manera, lo que no sucedió en el caso sub examen, en razón de la conducta imprudente de la señora Nieto, que tuvo injerencia directa en el resultado producido, lo cual lleva a descartar la hipótesis de un caso fortuito aducida por el juez de primer grado, o que se hubiera presentado algún evento de concurrencia de culpas, ya que la versión de la procesada según la cual el accidente se produjo porque el conductor de la moto trató de sobrepasar la camioneta que la dio paso a ella, no tiene ningún respaldo probatorio y por el contrario lo que se advierte es que la acusada no observó el deber de cuidado que le era exigible e incrementó el riesgo permitido al realizar el cruce hacia la vía principal por donde transitaba la víctima, quien tenía prelación en el tránsito, con lo cual realizó un acto contrario a sus deberes en ejercicio de una actividad riesgosa como la conducción de automotores, lo que fue determinante para el resultado que se produjo, lo cual permite subsumir su conducta en el tipo de lesiones personales en modalidad culposa.

6.8 Por lo tanto, en aplicación del principio de necesidad de prueba que establecen los artículos 372 y 381 del CPP, se puede concluir que en el caso sub examen se estableció la existencia de una conducta sancionable penalmente por parte de la procesada, que tuvo injerencia causal en el hecho investigado.

6.9 Sobre ese punto se debe hacer referencia a la posición particular de la señora Nieto Marulanda frente a sus deberes de protección del bien jurídico de la vida y la integridad personal, que se tienen que resignificar a partir del concepto del deber de garante que le correspondía asumir en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 del CP, tema que ha sido examinado en la jurisprudencia de la SP de la CSJ, concretamente en la sentencia del 4 de febrero de 2009, con radicado 26409,en la cual se expuso lo siguiente:

“(…) El artículo 25 de la Ley 599 de 2000 es la fuente de dicha responsabilidad al disponer que la posición de garante asignada por la Constitución o la ley impone al sujeto el deber jurídico de impedir la ocurrencia del resultado típico y lo hace responsable por su acaecimiento. Dice al respecto la disposición en cita:

“Artículo 25. Acción y omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión.

Quien tuviere el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto, se requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o a la ley. 

Son constitutivas de posiciones de garantía las siguientes situaciones:

1. Cuando se asuma voluntariamente la protección real de una persona o de una fuente de riesgo, dentro del propio ámbito de dominio.

2. Cuando exista una estrecha comunidad de vida entre personas.

3. Cuando se emprenda la realización de una actividad riesgosa por varias personas.

4. Cuando se haya creado precedentemente una situación antijurídica de riesgo próximo para el bien jurídico correspondiente.

Parágrafo. Los numerales 1, 2, 3 y 4 sólo se tendrán en cuenta en relación con las conductas punibles delictuales que atenten contra la vida e integridad personal, la libertad individual, y la libertad y formación sexuales”.

Sobre la posición de garante esta Corporación  ha sostenido que:
“Posición de garante es la situación en que se halla una persona, en virtud de la cual tiene el deber jurídico concreto de obrar para impedir que se produzca un resultado típico que es evitable.

Cuando quien tiene esa obligación la incumple, y con ello hace surgir un evento lesivo que podía ser impedido, abandona la posición de garante.

En sentido restringido, viola la posición de garante quien estando obligado específicamente por la Constitución y/o la ley a actuar se abstiene de hacerlo y con ello da lugar a un resultado ofensivo que podía ser impedido. Es el concepto que vincula el fenómeno estudiado con los denominados delitos de comisión por omisión, impropios de omisión o impuros de omisión.

En sentido amplio, es la situación general en que se encuentra una persona que tiene el deber de conducirse de determinada manera, de acuerdo con el rol que desempeña dentro de la sociedad. Desde este punto de vista, es indiferente que obre por acción o por omisión, pues lo nuclear es que vulnera la posición de garante quien se comporta en contra de aquello que se espera de ella, porque defrauda las expectativas.”

6.10 En ese contexto se debe entender que la procesada estaba realizando labores de conducción de un vehículo automotor cuando se presentó el accidente en el cual resultó lesionado José Rogelio López Guevara, las cuales constituyen una actividad riesgosa, como se expuso en la sentencia CSJ SP del 11 de abril de 2012, radicado 33805, así:

“(…) 

1.
Relativo al carácter riesgoso del tránsito vehicular la Corte Constitucional al confrontar algunas disposiciones de la Ley 769 de 2002, por medio de la cual se expidió el Código Nacional de Tránsito Terrestre, con el texto superior, señaló:

“El tránsito automotor es una actividad que es trascendental en las sociedades contemporáneas pues juega un papel muy importante en el desarrollo social y económico, y en la realización de los derechos fundamentales. Por ejemplo, la libertad de movimiento y circulación (CP art. 24) se encuentra ligada al transporte automotor, y el desarrollo económico depende también, en gran medida, de la existencia de medios adecuados de transporte terrestre. Sin embargo, la actividad transportadora terrestre implica también riesgos importantes, por cuanto los adelantos técnicos permiten que los desplazamientos se realicen a velocidades importantes, con vehículos que son potentes y pueden afectar gravemente la integridad de las personas. Por todo lo anterior, ‘resulta indispensable no sólo potenciar la eficacia de los modos de transporte sino garantizar su seguridad’, lo cual supone una regulación rigurosa del tráfico automotor. Ha dicho al respecto esta Corporación:
‘El tránsito automotriz está rodeado de riesgos. No en vano se ha establecido que la conducción de vehículos constituye una actividad de peligro. Asimismo, los accidentes de tránsito representan una causa importante de mortalidad y de daños en las sociedades modernas. Por consiguiente, el Estado tiene la obligación de regular la circulación por las carreteras, de manera tal que se pueda garantizar, en la medida de lo posible, un tránsito libre de peligros, que no genere riesgos para la vida e integridad de las personas. Con este propósito, se han expedido normas e instituido autoridades encargadas de su ejecución"5. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido”. (Sentencia T-258 de 1996. MP Eduardo Cifuentes Muñoz. Fundamento 7. En el mismo sentido, ver, entre otras, las sentencias T-287 de 1996, C-309 de 1997 y C-066 de 1999).

“La importancia y el carácter riesgoso del tránsito vehicular justifican entonces que esta actividad pueda ser regulada de manera intensa por el Legislador, quien puede señalar reglas y requisitos destinados a salvaguardar la vida e integridad de las personas, así como a proteger los bienes y propiedades. Por ello esta Corte ha resaltado que el tránsito es una actividad “frente a la cual se ha considerado legítima una amplia intervención policiva del Estado, con el fin de garantizar el orden y proteger los derechos de las personas”. El control constitucional ejercido sobre las regulaciones de tránsito debe entonces ser dúctil, a fin de no vulnerar esa amplitud de la libertad de configuración y de las facultades del Legislador para regular el tránsito, debido a su carácter riesgoso…”. 

6.11 En ese orden de ideas, se concluye que si la señora Nieto hubiera observado la debida diligencia al hacer la referida maniobra de cruce de la vía, verificando previamente que no hubiera otros vehículos en la calzada principal, no se habría presentado la colisión con la motocicleta y por ende su comportamiento imprudente se tradujo en un incremento del nivel de riesgo permitido que tuvo injerencia en el resultado producido; situación que es la que finalmente determina la existencia de una relación causal entre la conducta de la acusada y las lesiones que sufrió la víctima, sin que se observe ningún aporte causal del afectado al hecho ya que este venía transitando por su carril y a una velocidad normal pues la camioneta mencionada marchaba delante de él, fuera de que no se comprobó que hubiera hecho alguna maniobra de adelantamiento de ese automotor, como lo sugirió la procesada seguramente con el ánimo de evadir o aminorar su responsabilidad por el accidente, cuando lo real es que en este caso el señor López, estaba amparado por el principio de confianza al cual se hizo referencia anteriormente, que ha sido examinado en la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ, decisión del  27 de octubre de 2004, radicado 20926 así: 
“(...)

“19. Además, una circunstancia que exime de la imputación jurídica u objetiva es el denominado principio de confianza, en virtud del cual el hombre normal espera que los demás actúen de acuerdo con los mandatos legales. En materia de tránsito automotor el principio de confianza implica, por ejemplo, que el conductor de un vehículo que posee prioridad frente a otros automotores puede confiar en que ellos cumplirán su deber de detenerse respetando su derecho; o que otro automotor no invadirá, en contravía y en una curva, el carril por donde le corresponde desplazarse. 
6.12 En consecuencia, se revocará la decisión de primera instancia y en su lugar se proferirá sentencia condenatoria contra la señora Vanessa Nieto Marulanda por la violación del artículo 114 inciso 2º del C.P
 que viene a ser el tipo sancionatorio de mayor entidad punitiva, al establecerse que la víctima tuvo entre otras secuelas la perturbación funcional del órgano de la marcha de carácter permanente dada la cojera antálgica, según lo consignado en el dictamen del perito del Instituto de Medicina Legal.

Lo anterior en aplicación del principio de “unidad punitiva” establecido en el artículo 117 del C.P.

7. DOSIFICACIÓN DE LA PENA 

Los cuartos punitivos quedan así:

Cuarto mínimo: De 48 a 72 meses de prisión 

Cuartos medios: De 72 meses y 1 día a 120 meses de prisión

Cuarto máximo: De 120 meses 1 día a 144 meses de prisión.

Multa 

Cuarto mínimo: De 34.66 smlmv a 39.495 smlmv

Cuartos medios: De 39.495 smlmv a 49.165 smlmv

Cuarto máximo: De 49.165 smlmv a 54 smlmv 

La Colegiatura no tiene conocimiento sobre la existencia de causales de mayor o menor punibilidad, para fundamentar la individualización de la sanción, por ello ésta se impondrá dentro del cuarto mínimo.

7.1 Por tratarse de una conducta culposa se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 120 del CP, y teniendo en cuenta los factores contemplados en el inciso 2º del artículo 61 del C.P., se impondrá como pena principal la mínima de 9 meses y 18 días prisión y de multa de 6.932 salarios mínimos mensuales vigentes para la época en que ocurrieron los hechos. 
7.2 La privación en el derecho a conducir automotores y motocicletas será por un período igual al de la pena corporal, teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 48 y 120 del C.P. 
7.3 Como pena accesoria se impondrá la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por término igual al de la pena principal. Esta pena se aplica con base en lo dispuesto en el artículo 53 del CP. 
8 Subrogado Penal 

El artículo 63 del C .P. modificado por el artículo 29 de la ley 1709 de 2014 establece que es posible suspender la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia de primera, segunda o única instancia, por un período de 2 a 5 años, de oficio o a petición del interesado, cuando concurran los siguientes requisitos: i) que la pena impuesta no exceda de 4 años de prisión; ii) si la persona condenada carece de antecedentes penales y la conducta investigada no es una de las contenidas en el inciso 2º del artículo 68 A del C.P., se concederá el subrogado con base solamente en el requisito objetivo del numeral 1º y iii) si la persona condenada tiene antecedentes penales por delito doloso dentro de los 5 años anteriores, se puede conceder la suspensión condicional de la ejecución de la pena, cuando los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado indiquen que no es necesaria la ejecución de la pena.

En el caso sub examine se procede por un delito de lesiones personales culposas, el cual no se encuentra consagrado en el inciso 2º del artículo 68 de la ley 599 de 2000, y no se tiene conocimiento sobre si la procesada posee antecedentes penales, por ello y teniendo en cuenta que la pena de prisión impuesta es inferior a 4 años de prisión, se concederá a la señora Vanessa Nieto, la suspensión condicional de la ejecución de la pena, previa suscripción de un acta, bajo caución juratoria, en la que se comprometa a cumplir las obligaciones consagradas en el artículo 65 del C.P.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley;

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira el 30 de enero de 2018, donde se absolvió a la señora Vanessa Nieto Marulanda por el delito de lesiones personales culposas, del cual fue víctima el ciudadano José Rogelio López Guevara, y en su lugar CONDENAR a Vanessa Nieto Marulanda, a la pena principal de 9 meses y 18 días prisión y de multa de 6.932 SMLMV y la privación en el derecho a conducir automotores y motocicletas por un período similar, al hallarla penalmente responsable del delito de lesiones personales culposas. 

SEGUNDO: IMPONER como pena accesoria la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por término igual al de la pena principal, según el artículo 53 del C.P.

TERCERO: CONCEDER a Vanessa Nieto Marulanda, la suspensión condicional de la ejecución de la pena de prisión por un período de prueba de dos años, previa suscripción de un acta, bajo caución juratoria, en la que se comprometa a dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por el artículo 65 del C.P. 

CUARTO: Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� El dictamen pertinente fue objeto de estipulación. Ver Folios 27 y 28 


� Ver folio 76


� Folio 27 y 28 


� Folios 34 a 37  


� Ver descripción del lugar de los hechos según álbum fotográfico Folio 31 


� ARTICULO 114. PERTURBACION FUNCIONAL. <Penas aumentadas por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, a partir del 1o. de enero de 2005. El texto con las penas aumentadas es el siguiente:> Si el daño consistiere en perturbación funcional transitoria de un órgano o miembro, la pena será de prisión de treinta y dos (32) a ciento veintiséis (126) meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho (48) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses de prisión y multa de treinta y cuatro punto sesenta y seis (34.66) a cincuenta y cuatro (54) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
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